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Información del Boletín Oficial del Estado sobre Concursos de Acreedores 
El B.O.E. de 17 de enero de 2011 contiene la siguiente información sobre Concursos de Acreedores: 
- Declaración de Concursos Voluntarios.
ALBACETE: Camelot Park Albacete, S.L. (B-02395317) – ALMERÍA: Virtual Bahía, S.L. (B-04383063) – BARCELONA: SANDRAL, S.A. (A-60042280) – CIUDAD REAL: Bodegas y Viñedos Castiblanque, S.L. (B-13338488) – GIJÓN: Balvinder Diseño y Construcción, S.L. – MADRID: Limpiezas Roda S.L. (B-28845097) - Saezortiz, S.L. (B-83191122) - Buffer Logistic, S.L. (B-82482852) - Camino del Aire, Sociedad Cooperativa Madrileña de Viviendas (F-84131440) - Teinver,  S.L. (B-78450269) - Proyecciones Inmobiliarias XXI, S.L. (B-82451642) – PAMPLONA: Pago de San Gabriel, S.L. (B-26356543) - Villarias 2000, S.L. (B-31670912) – SALAMANCA: Oncostem Pharma, S.L. ¿? (B-37398799) - VITORIA-GASTEIZ: Persona Física (16226104-H). 
- Declaración de Concursos Necesarios.
MADRID: Promogeser, S.L. (B-83412528). 
- Presentación de Informes de la Administración Concursal. 
CÓRDOBA: Proyectos y Creaciones del Sur, S.L. – HUELVA: Construcciones Manuel Morcillo, S.L. – MADRID: Fundiciones Loeches, S.L. - Suyequi, S.L. (B-80403611) – PAMPLONA: Efeca 2, S.L. (B-31577711) – SANTANDER: Gestión  y  Obras  Cuadrado,  S.L.U.. 
- Apertura Fases de Convenio. Convocatoria de Juntas de Acreedores. 

LUGO: Equipos Edycel Internacional, S.L. (18 de febrero). 
- Apertura de Fases de Liquidación. 
CÁCERES: Pinturas Técnicas Europeas, S.A. (A-10272797) – LOGROÑO: Persona Física. 
- Puesta de Manifiesto de Planes de Liquidación. 
CÁCERES: Pinturas Técnicas Europeas, S.A. 
- Otras Resoluciones. 
MADRID: Air Comet, S.A.U. (A-81614489). 
- Corrección de Errores. 
MADRID: Supermercados  de Alimentación de Madrid, S.L. (B-8102202). 

Información del Boletín Oficial del Registro Mercantil sobre Declaraciones de Insolvencia 

El B.O.R.M.E. de 17 de enero de 2011 contiene información sobre Declaraciones de Insolvencia de las siguientes sociedades y personas físicas: 
AGROPECUARIA WAPARAISO, S.L. 

ALIPACK INDUSTRIAL, S.A.L. 

AL.LES VICENS, S.L. 

ASFALTOS Y CONSTRUCCIONES AITANAMAR, S.L. 

AUREL GHEORGHIAN 

AYALA INSTALACIONES ELÉCTRICAS, S.L. 

BELMAT 50, S.L. 

CASTROMAN CALDAS, S.L. 

CÍA. DE SERVICIOS E INSTALACIONES TELECOMUNICACIONES Y COMUNICACIONES MÓVILES, S.L. 

CIMENTACIONES ESPECIALES LUMARCA, S.L. 

COMERCIAL VITEG, S.L. 

COMPAÑÍA DE AUTOMOCIÓN INDUSTRIAL Y OBRA CIVIL, S.L. (CAIYOC, S.L.) 

COMUNISOL XXI, S.L. 

CONSTRUCCIONES ADRIELEN, S.L.U. 

CONSTRUCCIONES J. VILARDEBO 96, S.L. 

CONSTRUCCIONES Y PROMOCIONES SOTOSERRANO XXI, S.L. 

CONSTRUCCIONES Y REFORMAS ONDOLAN, S.L. 

CONSTRUCCIONS GRA VIC, S.C.P. JUAN MANUEL MARTÍNEZ VEGA SERGIO MARTÍNEZ GARCÍA 

CONSULTORIO MÉDICO MAGALLANES, S.L. 

CONTRATAS Y ALOJAMIENTOS, S.L. 

COVICA 06, S.L. 

CREVINMO ALTEA, S.L. 

CUARTE INNOVACIONS, S.L. 

DANA SEÑALES, S.L. 

DANAKIL, S.L. 

DESIGN MANAGEMENT, S.L. 

DIALSEGUR, S.L. 

EDIFICACIONES MARTORELLES, S.A. 

ENSO BELLEZA SALUD Y TU, S.L. 

ESTIGIA DE DESARROLLO EMPRESARIAL, S.L. 

ESTRUCTURAS JOSELITO, S.L. 

ESTRUCTURAS RUBIERA, S.L. 

EURO COMPAÑÍA DE SERVICIOS Y MANTENIMIENTO INTEGRAL, S.A. 

EUSKOPALET, S.L. 

EXPORT ÁRIDOS Y EXCAVACIONES, S.L. M & R TRANSPORTCAR, S.L. ESTUDIOS PROMOCIONES Y MOVIMIENTOS, S.L. 

FAVENOR PVC, S.A. Y FAVENOR COMERCIAL, S.L. 

FEALCA, S.L. 

FERRALLA Y MECANIZADOS FERGUE, S.L. 

FINANZALIA SERVICIOS FINANCIEROS, S.A. 

GALESERGA SERVICIOS GENERALES GALICIA, S.L. 

GAS, CALEFACCIÓN Y AIRE, S.L. 

GASÓLEOS ROMICA, S.L. 

GODIA Y SUCESORES, S.L. 

GRÁFICAS SAN ROMÁN, S.L. 

GREKOGRAM, S.L. E INVERSIONES RÍO SECO, S.L. 

GREKOGRAM, S.L. ESPACIOS GRUPAR, S.L. 

HIJOS DE LÓPEZ DE LA TORRE, S.L. 

INSTALACIONES ELÉCTRICAS ANMAR, S.L. 

JOSÉ LOSA ORIVE 

KESSIO, S.L. 

LA HABITACIÓN ROJA, S.L. 

LAUSALMANSA, S.L. 

LISERPO, S.L. 

LLISSA PLASTICS, S.A. 

MAGALHAES SEQUEIRA VITORINO MANUEL SLNE 

MARÍA CARMEN MORERA, S.L.L. 

MARÍA FRANCISCA PACHÓN RODRÍGUEZ 

MARIO ALBADALEJO GARCÍA 

MIMACOLOMA, S.L. 

MINUESA SERMIBAL, S.L. 

MOBUZZ ESPAÑA, S.L. 

NORPLANET, S.L. 

OBRAS Y EXCAVACIONES CAMER, S.L. 

OSVEAM FIRMES Y CONSTRUCCIONES, S.L. 

PINTURAS SAN JOSÉ, S.L. 

PLANTACIONES Y SERVICIOS DE CASTILLA Y LEÓN, S.L. 

PORTUGOS, S.A. 

PREFERENCIAS Y ACCESORIOS DEL SUR, S.L. CUBIERTAS PRASUR, S.L. 

PRESTACIONES MAVAL, S.L. 

PRESTACIONES MAVAL, S.L. 

RECREATIVOS OSMAFRA, S.L. 

REFORARTE, S.L. 

REIMPER RESTAURACIÓN REHABILITACIÓN, S.L. 

RESTAURANTE EL CHURRASCO, S.L. 

RIEGOS OLFER, S.L.L. 

SAMSEGUR, S.L. 

SAN RAFAEL ALMANSA, S.L. 

SELOSA, ESTRUCTURA Y MEDIO AMBIENTE, S.L. UNIPERSONAL 

SILVIA FERNÁNDEZ RIERA 

SORGEST, S.L. 

SUMINISTROS OBRADORES DE PASTELERÍA, S.L. 

TARIK ABOUTAHER 

TAROCA APLICACIONES, S.L. 

TORMES FITNES, S.L. 

TRANSCAMPANA, S.L. 

TRANSPORTE Y LOGÍSTICA ALCARREÑA, S.L. 

TRANSPORTES GALVÁN Y JUÁREZ, S.L. 

TRANSPORTES TORRES CARACUEL, S.L.. 

TRIBECA INSTALACIONES, S.L. 

VEGA MEDIA LIMITED, PUBLISTAR LIMITED, WORLD BUSSINESS REPORT LIMITED 

XAVIER MALET I FERNÁNDEZ, S.L. 

2002 TRANSFRÍO JCM, S.L. 

Noticias 
● Pañeda reivindica la trascendencia del Juzgado mercantil en el sector marítimo. lne.es
● El convenio de Martinsa logra el 70% de los apoyos. lavozdegalicia.es
● El agujero del grupo Sacresa se ahonda hasta los 545 millones. El desequilibrio cuadruplica el declarado por la empresa. elpais.com
● Cabildo y consistorios deben a Inalsa 17 millones de euros. canarias7.es
● Levantan la suspensión de pagos de Fonorte. elcorreo.com
Resoluciones Judiciales sobre Derecho Concursal, Societario y Mercantil. 

● Arts. 62 y 84 LC. Resolución de contrato de renting de vehículo automóvil por falta de pago de la renta. Las cuotas debidas e impagadas con posterioridad a la declaración de concurso y hasta la resolución constituyen un crédito contra la masa. 

1. Sentencia A.P. Barcelona (s. 15ª) de 9 de septiembre de 2010. 

Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (s. 15ª) de 9 de septiembre de 2010 (Dª. MARTA RALLO AYEZCUREN). 

1. AAA AUTOMOTIVE SA (en adelante, AAA) recurre en apelación la sentencia que, a instancia de la entidad concursada, GRUPO EEE INVERSIONES Y SERVICIOS SL (en adelante, EEE), acuerda la resolución del contrato de renting celebrado entre las partes el 25 de noviembre de 2005. La apelante impugna exclusivamente el pronunciamiento de la sentencia que establece que las cuotas del contrato posteriores a la declaración de concurso se consideran crédito concursal ordinario.

AAA, tras señalar que no le queda muy clara la argumentación del juez, puesto que hay varios párrafos inacabados -lo cual es, lamentablemente, cierto- solicita que se revoque dicho pronunciamiento y que las cuotas post-concursales se declaren crédito contra la masa.

2. El contrato de arrendamiento celebrado entre los litigantes en 2005, por virtud del cual, la aquí demandada, AAA, cedía el vehículo marca Volvo CX90 D5 Momentum a EEE, declarada en concurso voluntario en fecha 21 de abril de 2008, es un contrato bilateral con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento, tanto a cargo del concursado como de la otra parte, ya que, aunque el arrendador haya entregado el bien al arrendatario, continúa obligado a mantenerle en el uso y disfrute de la cosa durante todo el tiempo de vigencia del contrato.

Por tanto, como establece el artículo 61.2.I de la Ley concursal, la vigencia del contrato no se ve afectada por la declaración de concurso y las prestaciones a que esté obligado el concursado se realizarán con cargo a la masa.

No obstante, el artículo 61.2.II señala que "la administración concursal, en caso de suspensión, o el concursado, en caso de intervención, podrán solicitar la resolución del contrato si lo estimaran conveniente al interés del concurso." Por considerar que interesaba al concurso, EEE solicitó la resolución del contrato de arrendamiento del vehículo y el Juzgado convocó a las partes a la comparecencia preceptiva, a la que no asistió AAA. Ello originó el incidente concursal resuelto por la sentencia impugnada, en el que AAA manifestó su voluntad favorable a la resolución pedida de contrario y justificó su inasistencia a la comparecencia anterior en la falta de citación -que no acreditó.

3. Conformes todos los intervinientes con la resolución del contrato y con la consideración de crédito concursal de la cuota del arrendamiento correspondiente a abril de 2008, anterior a la declaración de concurso, la controversia en esta segunda instancia queda reducida, como se ha dicho, a determinar si el crédito constituido por las cuotas posteriores a la declaración de concurso debe ser reconocido como crédito concursal, según establece la sentencia, o como crédito contra la masa, según defiende la parte apelante -y solicitaba la propia demandante incidental y la intervención de la administración concursal, que, tras la sentencia del Juzgado, cambian de criterio.

La sentencia imugnada fundamenta la conceptuación del crédito como concursal y no contra la masa, argumentando que, transcurrido un tiempo de vigencia de la Ley concursal, se ha constatado en la práctica totalidad de los procesos concursales cierta inercia que ha supuesto, no sólo la demora en la resolución de los contratos vigentes, pese a detectarse incumplimientos reiterados y no tener ningún uso el bien arrendado, para la masa, sino también un incremento de los créditos contra la masa derivados de dicha inercia. Inercia que se habría agravado por el cúmulo de asuntos en los juzgados y la progresiva afectación de la pendencia que ha demorado la resolución judicial de esos contratos.

El juez estima paradójica y carente de sentido la disgregación de los incumplimientos de un mismo contrato en preconcursales y postconcursales, lo que no ocurre fuera del ámbito concursal. Esas consideraciones le llevan a aplicar el artículo 62.4 de la Ley concursal, en el sentido de que lo que se convierte en un crédito contra la masa no es la renta vencida y no satisfecha, sino la indemnización de daños y perjuicios, indemnización que, por otra parte, deniega en el caso de autos, por la insuficiencia de las alegaciones y pruebas al respecto -y el pronunciamiento al respecto no es objeto de apelación.

4. Este tribunal considera que las cuotas del arrendamiento posteriores a la declaración de concurso constituyen un crédito contra la masa, en aplicación de lo dispuesto en el citado artículo 61.2 de la Ley concursal (que, tras establecer la vigencia de los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento tanto a cargo del concursado como de la otra parte, añade que "las prestaciones a que esté obligado el concursado se realizarán con cargo a la masa") y en su artículo 84.2.6º ("Tienen la consideración de créditos contra la masa, y serán satisfechos conforme a lo dispuesto en el artículo 154: [...] 6º Los que, conforme a esta ley, resulten de prestaciones a cargo del concursado en los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento que continúen en vigor tras la declaración de concurso [...]").

Esa interpretación no queda desvirtuada por lo dispuesto en el artículo 62.4 LC, dentro del artículo encabezado por la rúbrica de "resolución por incumplimiento", cuando establece que, acordada la resolución del contrato, en cuanto a las obligaciones vencidas, el crédito será concursal si el incumplimiento del concursado fuera anterior a la declaración de concurso y contra la masa si fuera posterior.

En el caso objeto de examen, en que el contrato se resuelve, a instancia del concursado, no por incumplimiento, sino por interés del concurso, los artículos 61.2 y 84.2.6º de la LC obligan a conceptuar como créditos contra la masa las cuotas posteriores a la declaración de concurso. Entender lo contrario significaría que, además de la resolución del contrato, a la parte cumplidora, AAA, se le impone la conversión en créditos concursales de las cuotas pendientes a cargo del concursado que, de no mediar la resolución y seguir vigente el contrato, serían, sin duda, créditos contra la masa.

Por lo expuesto, se estima el recurso de apelación de AAA.

[Ver: Tirant On Line – CENDOJ Base de Datos de Jurisprudencia (TSJ, AP y JM)] 

(Conoce http://notasdejurisprudencia.blogspot.com, blog gratuito de información diaria sobre Jurisprudencia Civil, Penal y Procesal del Tribunal Supremo).  

● Arts. 96 y 97 LC. Falta de impugnación de la lista de acreedores. Consecuencias. 

2. Sentencia A.P. Barcelona (s. 15ª) de 15 de julio de 2010. 

Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (s. 15ª) de 15 de julio de 2010 (D. LUIS GARRIDO ESPA). 

PRIMERO. La sentencia apelada decidió el incidente concursal de impugnación de la lista de acreedores que planteó la propia concursada, PROMOCIONES HHH S.A., que interesaba que los créditos reconocidos por la administración concursal a favor de la Junta de Compensación del Sector ST-2 "Carretera de BBB" por el concepto "importes pendientes de pago post-concursales" (correspondientes a los costes de urbanización a cargo de la concursada, pendientes de cuantificación y liquidación definitiva) fueran calificados como contingentes sin cuantía propia. Tales créditos fueron reconocidos por la administración concursal en la lista de acreedores como concursales ordinarios (y no contingentes).

La administración concursal se allanó a la calificación de crédito contingente. La Junta de Compensación del Sector ST-2 "Carretera de BBB" (compareció esta Junta y excluyó de su ámbito de actuación y competencias a la Junta de Compensación SR-13 de Mairena) contestó a la demanda manifestando su conformidad con dicha calificación de crédito concursal contingente, pero interesó que fuera reconocido como crédito (concursal) con privilegio especial por virtud de la afección real de las fincas, afectadas a la actuación urbanística, al cumplimiento de las cargas de urbanización y al pago de los gastos inherentes al sistema de actuación por compensación, de acuerdo con lo establecido por la legislación urbanística.

La sentencia estimó la pretensión de la concursada y acogió la calificación de crédito contingente.

Respecto de la petición de clasificación con privilegio especial que planteó la Junta de Compensación advirtió previamente el juez del concurso que debía rechazarse de plano al no haber impugnado dicha parte la lista de acreedores, si bien ofreció seguidamente razones de fondo para denegar el pretendido privilegio especial.

SEGUNDO. Apela la Junta de Compensación pretendiendo que se le reconozca un privilegio especial, conforme al art. 89.2 LC, derivado de la afección real de los terrenos afectados.

El rechazo de esta pretensión es consecuencia necesaria de la falta de impugnación de la lista de acreedores, en el plazo legal, por parte de la Junta de Compensación mediante la oportuna demanda dirigida específicamente al reconocimiento de dicho privilegio especial. Es claro en este sentido el art. 97 LC al disponer, bajo el título "consecuencias de la falta de impugnación", que "quienes no impugnaren en tiempo y forma el inventario o la lista de acreedores no podrán plantear pretensiones de modificación del contenido de estos documentos, aunque sí podrán recurrir contra las modificaciones introducidas por el juez al resolver otras impugnaciones". Conforme al precepto, la parte afectada por la decisión del juez del concurso en la resolución de este incidente puede o podría recurrir el pronunciamiento relativo a la modificación en la lista de acreedores pretendida por la parte instante del incidente, es decir, la Junta podría recurrir la calificación de crédito (concursal) contingente. Pero no es esto lo que postula la Junta de Compensación, sino que pretende que, manteniendo la calificación de crédito concursal y contingente, sea reconocido un privilegio especial. Para esta calificación, no pretendida por la parte instante del incidente, la Junta de Compensación debió impugnar la lista de acreedores mediante la correspondiente demanda presentada en el plazo legal (que establece el art. 96.1 LC), o bien ejercitar la pertinente acción mediante reconvención, presentada dentro del plazo legal, en el mismo procedimiento incidental en el que se pretendía la calificación de crédito (concursal) ordinario (sin privilegio) y contingente. Al no haber viabilizado la pretensión en la forma que establece la LC, ha perdido la oportunidad (a esto, en términos de legalidad procesal, se le llama preclusión) de postular el privilegio que no le ha sido reconocido por la administración concursal en la lista de acreedores (art. 96.3 LC).

Es cierto que la Junta pretendió el reconocimiento del privilegio en la contestación a la demanda incidental de impugnación presentada por la concursada, pero el acto procesal de contestación no es hábil para introducir nuevas pretensiones, distintas de las formuladas por la parte demandante y que darían lugar, de estimarse, a un pronunciamiento que difiere sustancialmente de lo pretendido por la parte que promovió el incidente concursal. La vía adecuada, si se quiere aprovechar la demanda de impugnación ajena para hacer valer una clasificación diversa de la pretendida por la parte demandante, es la reconvención, que, al introducir formalmente un nuevo aspecto o una nueva pretensión en el debate procesal con la consiguiente ampliación del objeto del proceso incidental, posibilitaría a la otra parte, por disposición legal, el derecho de audiencia, defensa y prueba. En este caso, al no haberse planteado reconvención para que sea reconocido el privilegio, la razón asiste al juez mercantil al rechazar de plano el tratamiento de la cuestión (aunque luego, para mayor seguridad, la trate), ya que se ha privado a las partes legitimadas (la concursada y la administración concursal) de la oportunidad de rebatir y defenderse (cada una en sus respetivos ámbitos de salvaguarda) de dicha pretensión. Esto es lo que aquí ha ocurrido, ya que al no existir reconvención, no se dio traslado a dichas partes, realmente interesadas, para plantear contradicción y la pertinente defensa.

TERCERO. Debemos dejar constancia de que no entramos a valorar la procedencia de la calificación de crédito concursal y contingente del pretendido por la Junta de Compensación apelante, por imperativo del principio de congruencia, ya que la parte apelante no ha discutido esa naturaleza, y no ha impugnado la lista de acreedores para que sea reconocido como crédito contra la masa o, en caso de crédito concursal, como no contingente.

[Ver: Tirant On Line – CENDOJ Base de Datos de Jurisprudencia (TSJ, AP y JM)] 

(Conoce http://notasdejurisprudencia.blogspot.com, blog gratuito de información diaria sobre Jurisprudencia Civil, Penal y Procesal del Tribunal Supremo).  

● Sociedades. Convocatoria de Junta para la aprobación de las cuentas anuales y otros acuerdos. Vulneración del derecho de información del socio. Se desestima. 
3. Sentencia A.P. Cádiz (s. 5ª) de 23 de julio de 2010. 

Sentencia de la Audiencia Provincial de Cádiz (s. 5ª) de 23 de julio de 2010 (Dª. ROSA MARIA FERNANDEZ NUÑEZ). 

UNICO.- La sentencia del juzgado ha de ser confirmada por sus propios y acertados fundamentos que esta comparte y no aparecen desvirtuados por las objeciones y reservas de la apelante DOÑA Benita.

Ciertamente, impugnados por la Sra. Benita los acuerdos adoptados en la Junta General Extraordinaria de la demandada GGG MAQUINARIA, S.L., de fecha 24 de octubre de 2005, sobre aprobación de las cuentas anuales correspondientes a los ejercicios de 1.998, 1.999 y 2.000, y disolución de la compañía, con fundamento en la vulneración del derecho de información contemplado en los artículos 51 y 86 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada LSRL., y desestimada que ha sido dicha demanda por el Juzgado, el recurso promovido ante la Sala debe enteramente claudicar, con plena confirmación de la sentencia dictada.

Así, dejando al margen desde un principio el acuerdo de disolución de la entidad, adoptado al amparo del artículo 104 b) de la ley "por acuerdo de la Junta General, adoptado con los requisitos y la mayoría establecida para la modificación de los estatutos" manifestación del carácter soberano de la Junta dotada de régimen jurídico propio, de modo que la disolución puede adoptarse aunque no exista ninguna causa que la justifique, desprovisto, por tanto de conexión funcional alguna con el derecho a la información que se dice infringido, y limitando nuestro examen a los acuerdos relativos a la aprobación de cuentas, estimamos que el pronunciamiento judicial resulta inobjetable.

En efecto, damos por reproducida la cita legal y señaladamente el completo examen jurisprudencial del derecho de información que la sentencia establece a lo largo de su fundamento jurídico tercero, párrafos cuarto a séptimo, ambos inclusive, sin más que reiterar que en el marco del artículo 86 de la LSRL que el derecho de información y examen de la contabilidad que tiene el socio ha sido configurado por la jurisprudencia como uno de los derechos consustanciales e irrevocables y que se traduce para los administradores en la obligación inexorable de informar y rendir cuentas (Vid, sentencia del T.S. de 12 de noviembre de 2003), recordando que la facultad de impugnación del acuerdo de aprobación de las cuentas sociales por parte del accionista asistente a la Junta que hubiese hecho constar en acta su oposición por entender que se ha conculcado su derecho de información previo (artículos 115.1, 117.2 y 212 de la LSA) nace precisamente del hecho de que tal aprobación, que se somete a la consideración de la junta, viene como consecuencia de una convocatoria y de un orden del día al que no se puede oponer, de modo que frente a la posición mayoritaria expresada en la aprobación de las cuentas, que considera improcedente, no queda al socio otra alternativa que la impugnación judicial del acuerdo sobre el que no pudo votar con suficiente conocimiento por falta de información (Vid, sentencia del Tribunal Supremo de 18 de octubre de 2005).

Sentadas tales premisas jurídicas y en su cumplida aplicación al supuesto de autos, entendemos -como acertadamente lo hace la juzgadora a quo- que ninguna transgresión del meritado derecho se ha producido en nuestro caso en términos de utilidad para la claudicación de los acuerdos sociales objetados.

Y ello, en el marco del artículo 51 de la Ley, considerado en la doctrina como derecho de información en sentido estricto, porque se refiere a los informes o aclaraciones que el socio puede solicitar -por escrito, con anterioridad a la reunión de la Junta General o verbalmente durante la misma- "acerca de los asuntos comprendidos en el orden del día" (Vid, 112.1 de la LSA- limitación destacada por la jurisprudencia significando la sentencia del T.S. de 5 de mayo de 1972 que este derecho es un remedio para despejar posibles incertidumbres de la convocatoria, idea en la que insisten otras posteriores como la sentencia del Alto Tribunal de 19 de mayo de 1975. Pues bien, en el caso de autos no consta petición previa de este signo y la que se dice articulada en el curso de la Junta, según se desprende del acta correspondiente, fue en el acto secundada, facilitándose a la socia la correspondiente información, de modo que la vulneración pretendida no puede tener efectividad.

E igual sucede en la segunda vertiente del derecho analizado, artículo 86 de la LSRL, pues reconocida en la propia demanda la oportuna obtención de las cuentas anuales sometidas a la aprobación de la Junta (Hecho Séptimo, punto b), página 6 del escrito rector) en los términos prevenidos en el punto 1 del referido artículo 86, y relevada la entidad de elaborar informe de gestión que con las cuentas hubiere de ser revisado por auditores, al exceptuarse de esta obligación las sociedades que pueden presentar balance abreviado (Artículos 202.2 y 203.2 de la LSA en relación con el 84 de la LSRL), de modo que la ausencia del informe de auditoría a que la parte se refiere no es óbice para la aprobación de las cuentas, sin perjuicio de otros efectos y repercusiones apuntados en sentencia, es visto que tampoco puede alentar el agravio la iniciativa de la Sra. Benita cursada mediante burofax de fecha 13 de octubre de 2005, solicitando determinada documentación consistente en factura de Yrayzoz y Villegas, justificante de pago de la misma, declaraciones de IVA y mandamiento de embargo, que la propia parte define como documentación "complementaria" (Sic Hecho Sexto, párrafo segundo, folio 4); y ello en primer lugar porque sólo consta la remisión del burofax, que no su recibo, de modo que la conminación resulta cuando menos dudosa. Pero además y señaladamente porque, para la satisfacción del derecho de la actora hoy apelante, en tal sentido, el punto 2 del artículo 86 de la ley establece la posibilidad de "... examinar en el domicilio social, por sí o en unión de experto contable, los documentos que sirvan de soporte y antecedente de las cuentas anuales", examen directo declinado en definitiva por la interesada, decayendo, pues todas y cada una de las reservas opuestas e imponiéndose en aplicación de los principios de conservación de acuerdos y favor societatis invocados por la juzgadora la solución adoptada, como al principio se adelantaba y se dirá en la parte dispositiva.

[Ver: Tirant On Line – CENDOJ Base de Datos de Jurisprudencia (TSJ, AP y JM)]  

(Conoce http://notasdejurisprudencia.blogspot.com, blog gratuito de información diaria sobre Jurisprudencia Civil, Penal y Procesal del Tribunal Supremo). 

● Propiedad industrial. Patentes. Actividad inventiva y novedad del signo.

4. Sentencia A.P. A Coruña (s. 4ª) de 23 de julio de 2010. 

Sentencia de la Audiencia Provincial de A Coruña (s. 4ª) de 23 de julio de 2010 (D. FERNANDO GARCIA CACHAFEIRO). 

PRIMERO: Es objeto del presente recurso de apelación la demanda que presenta J.J. Chicolino S.L. (Chicolino) contra Cordelería El Ríal S.L. (El Ríal) por infracción de la patente con núm. de publicación ES 2060534: «Sistema para el montaje de redes tubulares en cargadores de máquinas de red tubular», solicitada el 20 de noviembre de 1992 y concedida por resolución de la OEPM de 5 de mayo de 1997. La invención se refiere a un sistema para el montado de redes tubulares en cargadores de máquinas de red tubular, utilizadas por ejemplo en el desdoblado y encordado de mejillones, así como para máquinas de envasado de frutas, verduras, etc. La mercantil demandada se opone a la demanda y formula reconvención argumentando que la patente de la actora es nula por falta de los requisitos de patentabilidad, en particular, los de novedad y de actividad inventiva. Estimada íntegramente la reconvención y desestimada en su totalidad la demanda, con imposición de las costas a la actora, en virtud de sentencia dictada por el Juzgado de lo Mercantil núm. 1 de A Coruña, frente a dicho pronunciamiento se alza el presente recurso de apelación, cuya decisión nos incumbe, el cual no ha de ser estimado.

SEGUNDO: En el presente asunto, la conducta procesal de las partes es la habitual en los litigios por vulneración del derecho de patente en los que -con frecuencia- la entidad demandada por infringir el derecho de exclusiva, reconviene invocando la nulidad de la patente del actor. Este esquema es consecuencia del procedimiento general para la concesión de patentes que regula el Título V de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, en el que la Oficina Española de Patentes y Marcas únicamente examina de oficio los requisitos formales de la solicitud, excepto la suficiencia de la descripción de la invención, junto con el requisito sustantivo de la aplicación industrial, procediendo asimismo a elaborar el «informe sobre el estado de la técnica» relativo a una concreta actividad inventiva, pero sin pronunciarse acerca de si el invento para el que se solicita la exclusiva, reúne en efecto los requisitos de novedad y actividad inventiva. Aunque la OEPM publica su informe en el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial y abre un plazo para que los terceros manifiesten lo que estimen pertinente, el procedimiento culmina con la concesión de la patente, «sin perjuicio de tercero y sin garantía del Estado en cuanto a la validez de la misma» (art. 37.2 LP). En estos términos, la doctrina señala que el procedimiento de concesión de patentes descansa en el control privado que efectúan los operadores en el mercado, bien durante la tramitación de la solicitud, bien en un momento posterior, mediante en el ejercicio de la acción de nulidad, regulada en el Título XI de la Ley de Patentes.

Señala el art. 4 LP que son patentables las invenciones nuevas, que impliquen actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial. El requisito de la novedad, a tenor de lo dispuesto en el art. 6 LP, supone que sólo se pueden patentar las invenciones que no están comprendidas en el «estado de la técnica», entendiendo por tal «todo lo que antes de la solicitud se ha hecho accesible al público en España o en el extranjero por una descripción escrita u oral, por una utilización o por cualquier otro medio», incluyendo el contenido de solicitudes de patentes o modelos industriales ya presentadas. Cuando una invención era conocida con anterioridad a la solicitud de patente, dicha invención no reúne el requisito de la novedad, salvo en los casos expresamente contemplados en el art. 7 LP. Respecto del requisito de la actividad inventiva, el art. 8 LP señala que se considera que una invención entraña dicha actividad cuando la misma «no resulta del estado de la técnica de una manera evidente para un experto en la materia».

Aunque no siempre resulta sencillo diferenciar ambos requisitos, la doctrina suele indicar que mientras que el primero supone que una invención es cualitativamente diferente al estado de la técnica anterior a la solicitud, el segundo es básicamente un concepto cuantitativo en cuya virtud se examina si la invención es suficientemente creativa para merecer el reconocimiento de un derecho de exclusiva, durante un período limitado, que remunere el esfuerzo de su creador para alcanzarla.

Como señala, al respecto, la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 18 de octubre de 2004 [RJ 2004, 6003]) en la que se recoge la doctrina jurisprudencia sobre los dos requisitos de patentabilidad citados: «la novedad que, en el Estatuto de la Propiedad Industrial, es un concepto relativo, en cuanto basta un avance de creación industrial, no alcanzado con anterioridad y que tenga suficiente trascendencia para reputarse sustancial - sentencias de esta Sala de 3 de marzo de 1986 (RJ 1986, 1097) y 11 de septiembre de 1986 (RJ 1986, 4706), entre otras-, concepto que, en cierto modo puede asimilarse al contenido en el art. 8.1 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, en cuanto establece que "considera que una invención implica una actividad inventiva si aquella no resulta del estado de la técnica, de una manera evidente para un experto en la materia»; y la de 29 de enero de 1988 (RJ 1988, 204) establece que «como proclaman las sentencias de esta Sala, entre otras, de 29 de noviembre de 1958 (RJ 1958, 3809), 25 de enero de 1959 (RJ 1959, 445), 11 octubre de 1960 (RJ 1960, 3420) y 3 de diciembre de 1966 (RJ 1966, 5618), a efectos de posibilidad de patente industrial, el legislador atiende más que al resultado o producto, al procedimiento para obtenerlos, al estimar al respecto las modificaciones de aquél con el fin de obtener lo que con amplio criterio ha de calificarse de «algunas ventajas sobre lo ya conocido» y sin que la apreciación de novedad requiera que lo sea en la integridad del objeto de la patente, sino simplemente que sea significativamente revelador de modificación de condiciones esenciales de un procedimiento anterior con las finalidades antes indicadas de obtener algunas ventajas sobre lo ya conocido, ponderadamente apreciado, con base en los diversos medios probatorios aportados al debate en cuestión, por el Tribunal que dictó la sentencia a que se contrae este recurso», criterios que se reiteran en la sentencia de 20 de abril de 1989 (RJ 1989, 3243), según la cual «como de manera reiterada viene declarando nuestra jurisprudencia en materia de propiedad industrial, cualquiera que sea el criterio que se mantenga sobre el fundamento del derecho de patente, manifiesto es, que, por esencia, se asienta en la realidad indudable de una actividad creadora o, cuando menos, divulgadora de lo no conocido y rebatida, como tal, de una característica positiva, pues si bien el art. 46 del Estatuto no requiere la completa novedad para hacerla patentable, es menester que la perfección del procedimiento técnico ya conocido signifique una mejora importante y no secundaria y de detalle, y las declaraciones jurisprudenciales son coincidentes en cuanto a decir que las cuestiones referentes a la novedad de las modalidades registrales tienen carácter de hecho»; en parecidos términos se pronuncia la sentencia de 8 de julio de 1991 (RJ 1991, 5332), insistiendo la de 18 de noviembre de 1991 (RJ 1991, 8408), entre otras, en que es doctrina jurisprudencial la de que la declaración de novedad es cuestión fáctica, cuya apreciación corresponde a los órganos de instancia».

La parte actora, aquí apelante, Chicolino, es titular de la patente española núm. 2060534 «Sistema para el montaje de redes tubulares en cargadores de máquinas de red tubular» cuya solicitud fue presentada -como ya indicamos- el 20 de noviembre de 1992. La parte que interpone la demanda reconvencional, El Ríal, alega que la patente cuya violación se trata de evitar no es nueva ni entraña una actividad inventiva, de un lado, porque existe otra patente anterior, núm. 554428 (publicada como ES-8701650), titularidad de Intermas, S.A., relativa a «perfeccionamientos de las máquinas para ensanchar malla y situarlas en el tubo cargador de una máquina envasadora mecánica», cuya solicitud es de 1986 y, de otro, porque el administrador único de El Ríal venía comercializando un sistema para redes tubulares como el de Chicolino con anterioridad a su solicitud de patente. La sentencia recurrida considera acreditada tanto la patente como la comercialización anteriores a la solicitud de Chicolino, por lo que estima la reconvención y -en consecuencia- declara la nulidad de su patente.

TERCERO: En relación con la patente previa de Intermas, la parte apelante argumenta, con apoyo en la pericial del Sr. Nicanor, que ambas invenciones se diferencian por el hecho de que, en la primera, la malla se monta directamente sobre el cargador, sin enchufarse en soporte alguno. Dicha afirmación, como afirma el perito de la mercantil reconviniente, Sr. Jose María - no se sostiene, a la vista de la descripción del estado de la técnica que se realiza en la patente de Intermas, en la que se indica que «en el proceder usual, en la propia fábrica de la manga de malla, se preparan unos paquetes de esta manga» con un tamaño adecuado para «su colocación en los tubos cargadores de las máquinas envasadoras. Los citados paquetes son debidamente embalados para mantener la referida anchura y expedidos a las correspondientes factorías de envasado, de modo que su núcleo se acople sobre el tubo del cargador». Por consiguiente, como acertadamente argumenta el Juzgado, ha quedado acreditado que la posibilidad de enchufar la malla sobre un cargador no representa una novedad de la creación de Chicolino.

Como segundo motivo de apelación, la representación de Chicolino señala que, con independencia del modo de cargar la malla en el soporte, no ha quedado acreditada la «total identidad» entre ambas invenciones, por lo que lo que estima que la patente de Intermas no es óbice para considerar que su patente es nueva y entraña una actividad inventiva. El motivo debe desestimarse por cuanto la legislación de patentes no exige que la parte que interesa la nulidad acredite que el invento patentado con anterioridad es idéntico al patentado con posterioridad, siendo suficiente -a estos efectos- que se pruebe que entre ambos inventos no hay diferencias sustanciales. En este sentido, para que pueda considerarse que el sistema de redes tubulares patentado por Chicolino es novedoso y entraña una actividad inventiva sería preciso que el mismo fuese distinto del patentado por Intermas y, además, que las diferencias entre uno y otro fuesen sustanciales, toda vez que si se trata de pequeñas modificaciones evidentes para un experto en la materia, la segunda creación carece de actividad inventiva y -por lo tanto- no merece el reconocimiento de un derecho de exclusiva al inventor.

Así las cosas, debe apreciarse la falta de novedad y de actividad inventiva de la patente de Chicolino por cuanto la invención ya formaba del estado de la técnica previo, en el que se incluía la patente de Intermas, sin que puedan admitirse patentes que recaigan sobre invenciones que no suponen verdadera novedad, pues se estaría concediendo un derecho de exclusiva a un inventor sin la contrapartida de que su creación suponga un avance en el conocimiento humano.

[Ver: Tirant On Line – CENDOJ Base de Datos de Jurisprudencia (TSJ, AP y JM)]  

(Conoce http://notasdejurisprudencia.blogspot.com, blog gratuito de información diaria sobre Jurisprudencia Civil, Penal y Procesal del Tribunal Supremo). 

8
7

